
































































REF. RAUL ARIZA MOLINA VS JOSE ORLANDO ROJAS Y OTROS. 

 RAD. 13-468-31-89-002-2020-00089-00 

 

 

JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE MOMPOX, 

BOLIVAR.   

21 de julio de dos mil veintidós (2022). 

Clase de Proceso 

Rad. Interno   

Declarativo Verbal – Acción Pauliana 

13-468-31-89-002-2020-00089 

 

Demandante 

Demandando 

 

RAUL ARIZA MOLINA 

JOSE ORLANDO ROJAS Y OTROS.   

 

Asunto 

 

AUTO RESUELVE RECURSOS DE REPOSICION 

CONTRA AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA 

 
 

1. ASUNTO A DECIDIR 

 

Efectuado el traslado del escrito de recurso de reposición interpuesto por los 

demandados contra el auto admisorio dentro del término oportuno, procede 

el despacho a pronunciarse de fondo sobre el asunto. 

 

2. SUSTENTACION DEL RECURSO. 

 

Los demandados José Orlando Rojas, Miriam Hortensia Barraza Quiroz, 

Alexander Orlando Barraza, Angélica María Orlando Barraza y José Luis 

Orlando Barraza, por conducto de sus apoderados, presentaron escrito 

contentivo de recurso de reposición, formulando los siguientes reparos frente 

al escrito de demanda. 

- Falta de adecuación de los hechos de la demanda. 

Sustentan este reparo, señalando que, no hay correspondencia entre los 

hechos reseñados en la demanda y los fundamentos de derecho expresados 

por el demandante, las disposiciones traídas como sustento corresponden a 

definiciones legales que cobijan situaciones distintas o generales a las 
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planteadas en la demanda, “obsérvese, que no hay un solo fundamento legal en la 

demanda para vincular a los hermanos ORLANDO BARRAZA José Luis y Angélica 

María dentro de este proceso.” 

De acuerdo a lo anterior, en sentir de las partes pasivas del proceso consideran 

que, el demandante, omitió explicar la conducta de la supuesta defraudación 

y que esta, no reseña el acontecer factico, cronológico y cierto de lo que 

promueve como supuesto engaño. 

Así mismo, consideran que, la forma como está redactada la demanda en sus 

hechos, impiden abordarlos profesional y adecuadamente, pues se refiere a 

hechos ajenos a esta especie de demandas.  

 

- Falta de claridad en las pretensiones de la demanda. 

Sustentan este punto, aduciendo que, no hay manera de conocer si el 

demandante pretende, revocar los títulos de propiedad, o pretende que se 

declaren nula las escrituras de propiedad. por un lado se pretende la 

revocatoria de los actos exclusivamente de donación siendo que la donación 

y la afectación a vivienda familiar son solo un acto contentivo en la escritura 

pública No.0642 del 28 de febrero del 2019, por lo que la pretensión se 

encuentra mal formulada, al ser imposible dejar sin efecto un acto jurídico 

unísono como lo es el levantamiento de la afectación a vivienda familiar y la 

donación, contentivos en una misma escritura pública, debido a que uno es el 

efecto de otro, situación que a su juicio, los coloca en absoluta indefensión. 

 
 

- Falta de estimación razonada de la cuantía.  

Al respecto, indican que, no hay por parte del demandante una estimación 

racional, proporcional, necesaria y adecuada de la cuantía, pues se limitó a 

fijar una cuantía de equivalente a $135 millones de pesos, sin un razonamiento 

valido del monto. 

 

- Falta de legitimación por pasiva  

Sustentan este punto, argumentando que, hay falta de legitimación en la causa 

por pasiva, respecto de los demandados Miriam Hortensia Barraza Quiroz, 
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Alexander Orlando Barraza, Angélica María Orlando Barraza y José Luis 

Orlando Barraza, en tanto que no son participes activos de los supuestos 

hechos de defraudación patrimonial, pues al recibir una donación se obra 

dentro de buena fe.  

 

- Indebida notificación de la demanda. 

Se sustenta este reparo, aduciendo que, no se encuentran notificados en 

debida forma a los cinco demandados del proceso. 

 

- Vencimiento termino prorroga de competencia. 

Este punto es sustentando, indicando que, se ha rebasado el termino previsto 

en el artículo 121 de la ley 1564 de 2012, por lo que, el despacho se encuentra 

incurriendo en falta de competencia.  

 

 

3. REPLICA DEL DEMANDANTE. 

 

Surtido el respectivo traslado, la parte demandante omitió realizar 

pronunciamientos.  

 
 

4. CONSIDERACIONES 

 

Procede el juzgado a pronunciarse sobre la defensa realizada por los 

demandados, mediante la interposición del recurso de reposición, por lo que, 

frente a la falta de adecuación de los hechos señalados en le demanda, debe 

partir esta judicatura mencionando que, según el escrito de demanda y 

anexos, en un proceso ejecutivo, cursado en este Juzgado con radicado No. 

1346831890022012019700, el señor Raúl Giovani Ariza Molina, demandó 

ejecutivamente al señor José Orlando Rojas, por el pago de una obligación 

insoluta derivada de dos títulos valores, por montos de 100.000.000 y 

$200.000.000 millones de pesos respectivamente. Proceso en el cual, se dictó 

sentencia de seguir adelante la ejecución y se decretó el embargo de 
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honorarios del demandado, es decir, al señor José Orlando Rojas. Se extrae 

también que, el demandado José Orlando Rojas, actuando de mala fe, ha 

desplegado comportamientos sistemáticos en hacer cesiones de sus 

honorarios, para burlar las órdenes de embargo impartidas por este despacho 

en el proceso ejecutivo referenciado, indicando que una vez se le notifica la 

medida cautelar, realiza las cesiones con el fin de insolventar su patrimonio. 

 

En relación a lo anterior, señala el demandante que, el señor José Orlando 

Rojas, poseía a su nombre un bien inmueble, ubicado en el municipio de 

Mompox, Bolívar en la carrera 1° N. 18-75, Portales del Moral, identificado 

con folio de registro de Matricula Inmobiliaria No. 065-273 de la Oficina de 

Registro de Instrumento Público de Mompox, sobre el cual no procedía 

ninguna medida cautelar por encontrarse este bajo afectación de vivienda 

familiar, sin embargo se procedió a levantar dicha afectación mediante 

escritura pública N. 0642 del 28 de febrero del año 2019, en la Notaria Tercera 

de Cartagena, la cual fue registrada en el folio de matrícula correspondiente 

el día 28 de marzo de 2019. 

 

Posteriormente, el hoy demandado, José Orlando Rojas, siendo titular del bien 

inmueble referenciado, realizó un acto de donación del mismo a su esposa, la 

señora Miriam Hortencia Barraza Quiroz, a través de escritura pública No. 

0642 del 28 de febrero del año 2019 y registrada en el folio de matrícula 

correspondiente el día 28 de marzo de 2019, llevándose a cabo la tradición del 

inmueble, con lo cual, afirma el demandante pretende sustraerse del pago de 

sus deudas.  

 

Así mismo, se evidencia que, posteriormente, la señora Miriam Hortencia 

Barraza Quiroz, hoy demandada, en un acto presunto de mala fe, transfirió 

mediante escrita publica N. 48 del 5 de mayo de 2020 de la Notaria Única de 

San Zenón y registrada el día 26 de mayo de 2020 en la oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Mompox, Bolívar, el inmueble identificado con folio 

de Matricula Inmobiliaria N. 065-273 a sus tres hijos Alexander Orlando 

Barraza, Angélica María Orlando Barraza y José Luis Orlando Barraza.  

 

En ese sentido, para este Despacho, no son de recibo las apreciaciones de los 

recurrentes, respecto al punto tratado, en tanto que, los hechos son claros y se 
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encuentran debidamente identificados en el cuerpo de la demanda sin lugar 

a equívocos. 

 

No obstante, lo anterior, necesario es traer a colación lo expuesto por la Corte 

Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil en sentencia STC 6507 de 2017, 

donde precisó:  

 

“…el juez debe interpretar la demanda en su conjunto, con criterio 

jurídico, pero no mecánico, auscultando en la causa para pedir su 

verdadero sentido y alcance, sin limitarse a un entendimiento literal, 

porque debe trascenderse su misma redacción, para descubrir su 

naturaleza y esencia, y así por contera superar la indebida calificación 

jurídica que eventualmente le haya dado la propia parte demandante. 

Tales hechos, ha dicho la Corte, `son los que sirven de fundamento al 

derecho invocado y es sobre la comprobación de su existencia y de las 

circunstancias que los informan sobre que habrá de rodar la 

controversia´ (Sentencia de 2 de diciembre de 1941).  

 

De acuerdo a lo expuesto por dicha corporación, podría decirse que si, 

eventualmente el actor en la demanda refiere términos que no son los 

adecuados técnicamente, o que evidencian ambigüedad, pero que a través de 

la facultad interpretativa de la demanda, el juez puede determinar cuáles son 

los idóneos, incumbe al juez calificar estos hechos integralmente en la 

sentencia y proveer de conformidad, sin embargo, en el presente asunto, 

existe plena claridad de los hechos que dieron lugar a la presentación de la 

demanda, tal como se expuso en la providencia recurrida. 

 

Ahora bien, en cuanto a la falta de claridad en la pretensión de la demanda, 

refieren los recurrentes que, “por un lado se pretende la revocatoria de los actos 

exclusivamente de donación siendo que la donación y la afectación a vivienda familiar 

son solo un acto contentivo en la escritura pública No.0642 del 28 de febrero del 2019, 

por lo que la pretensión se encuentra mal formulada, al ser imposible dejar sin efecto 

un acto jurídico unísono como lo es el levantamiento de la afectación a vivienda 

familiar y la donación, contentivos en una misma escritura pública, debido a que uno 

es el efecto de otro.” 
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Al respecto, es pertinente mencionar el artículo 2491 del C. Civil, que, si bien 

no es el único que se refiere a la acción revocatoria, si queda claro que esta es 

la que permite al acreedor buscar la revocación de los actos jurídicos de su 

deudor, norma que dice:  

 

“En cuanto a los actos ejecutados antes de la cesión de bienes o a la apertura del 

concurso, se observarán las disposiciones siguientes: 1. Los acreedores tendrán 

derecho para que se rescindan los contratos onerosos, y las hipotecas, prendas 

y anticresis que el deudor haya otorgado en perjuicio de ellos, siendo de mala fe 

el otorgante y el adquirente, esto es, conociendo ambos el mal estado de los 

negocios del primero.2. Los actos y contratos no comprendidos en el número 

precedente, inclusos las remisiones y pactos de liberación a título gratuito, 

serán rescindibles, probándose la mala fe del deudor y el perjuicio de los 

acreedores. 3. Las acciones concedidas en este artículo a los acreedores, expiran 

en un año, contado desde la fecha del acto o contrato”.  

 

Si bien el artículo 2491 del C. Civil, refiere a la facultad del acreedor para pedir 

que se rescinda o nulite el contrato por el cual su deudor buscó defraudarlo, 

la jurisprudencia ha sido reiterativa en señalar que la finalidad de la acción 

revocatoria o pauliana es la INOPONIBILIDAD del acto defraudatorio hasta 

el monto del detrimento. Al respecto, la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, en la sentencia del 26 de agosto de 1981, al referirse al 

artículo 2491 del C. Civil, dijo: “Cabe advertir aquí, que, aunque el Código se 

vale de la palabra nulidad, esta expresión no es técnicamente jurídica, pues 

en rigor lo que ocurre es inoponibilidad del contrato serio contra el derecho 

del tercero que con esa acción se defiende del daño en referencia”.  

 

La misma Corporación, en sentencia del 14 de marzo de 1984, expuso:  

 

"La acción pauliana tiene, pues, como materia propia un acto jurídico, 

verdadero y completo, que únicamente por la doble circunstancia de haber sido 

efectuado en perjuicio de los acreedores que tenía el otorgante en el momento de 

celebrarlo y a sabiendas de ese perjuicio, cuyo conocimiento por el deudor 

estriba en el que éste tenía de su mala situación patrimonial, permite a aquellos 

acreedores preexistentes considerar como inoponible a los mismos tal acto y 

'hacer declarar, en consecuencia, su ineficacia, en la medida del perjuicio 
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sufrido, entendiéndose que este perjuicio sólo se ha producido cuando el acto ha 

determinado la insolvencia del deudor o contribuido a agravarla”.  

 

Más recientemente, la referida Corporación, en sentencia del 14 de octubre de 

2013, expuso: “(…) la acción pauliana procura remediar la insolvencia del deudor al 

disponer un bien o derecho en perjuicio del acreedor, su finalidad además de 

moralizadora y represiva del fraude al crédito, es la restauración del patrimonio 

debitoris, con la persecución y recuperación de un bien que ya salió del mismo en orden 

a preservar la garantía general de sus acreedores (artículo 2488 del Código Civil) para 

devolverlo a las condiciones preexistentes a la celebración del acto fraudulento, como 

si nunca se hubiera celebrado, y mientras un derecho esté sujeto a cualquier 

contingencia, futura e incierta, ningún perjuicio podría experimentarse. Asimismo, 

como la acción procura la inoponibilidad del acto fraudulento y perjudicial hasta 

concurrencia del detrimento al acreedor conservando efectos en el exceso, es personal, 

subordinada y procede cuando se frustra la principal, sólo el acreedor está legitimado 

para instaurarla, y por tanto, quien tiene un título crediticio claro, cierto o 

consolidado”.  

 

A partir de lo anterior, se entiende que la pretensión del acreedor en ejercicio 

de la acción pauliana, tiene como parámetro declarar la revocatoria de los 

actos ejecutados por el deudor en fraude de sus derechos y en el caso sub 

examine, concretamente se solicitó la rescisión del acto de donación realizado 

por el señor José Orlando Rojas, en favor de su esposa Miriam Hortensia 

Barraza Quiroz, contenido en la Escritura 0642 del 28 de febrero de 2019 de la 

Notaria Tercera de Cartagena, la cual fue registrada en el folio de matrícula 

No. 065-273, el día 28 de marzo de 2019 y de la donación realizada por esta 

última, en favor de sus hijos Alexander Orlando Barraza, Angélica María 

Orlando Barraza y José Luis Orlando Barraza, contenida en la Escritura 

Publica N.48 del 5 de mayo de 2020 dada en la Notaria Única de San Zenón y 

registrada el día 26 de mayo de 2020 en la oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Mompox, Bolívar, con folio de Matricula Inmobiliaria N. 065-273. 

 

De lo anterior, se observa que las pretensiones son completamente claras y 

que será dentro del proceso donde se surta el debate correspondiente a la 

procedencia o no de las mismas, pues no es este el momento procesal para 

dilucidar tal asunto.  
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Por otra parte, en cuanto a la falta de estimación razonada de la cuantía, que 

aducen los demandados, debe decirse que, en los procesos de acción pauliana, 

la cuantía se establece por el monto del detrimento, lo cual, corresponde al 

valor del crédito impago, es decir, el derivado del proceso ejecutivo, el cual, 

tuvo su Genesis en el pago de una obligación ejecutiva, que supera los 150 

S.M.L.M.V., por lo que al ser de mayor cuantía y de acuerdo con el Numeral 

primero del Artículo 20 del C.G. del Proceso, es del conocimiento de este 

Despacho, tal como se viene tramitando. 

 
 

Ahora bien, manifestaron los apoderados de los demandados Miriam 

Hortensia Barraza Quiroz, Alexander Orlando Barraza, Angélica María 

Orlando Barraza y José Luis Orlando Barraza, que sus prohijados carecen de 

legitimación por pasiva, en tanto que no son participes activos de los supuestos 

hechos de defraudación patrimonial, pues al recibir una donación se obra 

dentro de buena fe, frente a lo cual, debe este Despacho, indicar que, quienes 

se encuentran pasivamente legitimados en la acción pauliana son el deudor 

que ha realizado el acto de disposición o gravamen en perjuicio de su acreedor 

y el tercero adquirente. Y si este hubiere, a su vez, enajenado los bienes a otra 

persona, la acción se dirigirá también contra el subadquirente o 

subadquirentes sucesivos, por cuanto declarado ineficaz el derecho del 

transmitente, queda también ineficaz el de quien de él adquirió. De no haberse 

promovido acción contra alguno de los adquirientes o subadquirientes, la 

sentencia no puede serle opuesta, es por este motivo, que, en el presente 

asunto, todos los demandados, se encuentran legitimados en la causa por 

pasiva, al haber sido sujetos de los actos de donación que se cuestionan con la 

presente demanda. 

 

Ahora bien, frente al planteamiento de indebida notificación, se precisa que, la 

demanda fue notificada en debida forma a todos los demandados, por lo que 

el contradictorio se encuentra integrado y en cuanto al vencimiento del 

termino por perdida de competencia, este asunto fue resuelto por el Despacho, 
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mediante providencia del 22 de marzo de 2022, notificada mediante estado del 

29 de marzo de 2022. 

De conformidad con las consideraciones expuestas este Despacho resolverá no 

reponer la providencia fechada 13 de julio de 2020, por medio de la cual, se 

admitió la presente demanda. 

En consideración y mérito de lo expuesto, este Juzgado Segundo Promiscuo 

del Circuito de Mompós, Bolívar, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO REPONER la providencia fechada 13 de julio de 2020, por 

medio de la cual, se admitió la presente demanda, de conformidad con las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: RECONOCER personería jurídica al abogado JAVIER 

MARTINEZ ALVAREZ, identificado con la cedula número 9.136.50. T.P. No 

75.933 del C.S. de la Judicatura, como apoderado de los demandados JOSE 

LUIS ORLANDO BARRAZA Y ANGELICA MARIA ORLANDO BARRAZA, 

al abogado JAIME ANDRES ORLANDO CANO, identificado con la cedula 

número 73.578.549 T.P. No 111.813 del C.S. de la Judicatura, como apoderado 

del demandado ALEXANDER ORLANDO BARRAZA, de conformidad con 

el poder conferido. 

 

TERCERO: NOTIFICAR la presente providencia a las partes de la forma 

indicada en la ley 2213 de 2022. 

 

 


